PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo a través del organismo que corresponda, amplíe el alcance de la asignación de Ayuda Escolar, previsto en la Ley 9.290 y su modificatoria 10.377, a partir del período 2004, a los agentes públicos cuyos hijos cursen el ciclo polimodal. 

Sr. Presidente:
Este Proyecto apunta a extender la Asignación de Ayuda Escolar a los padres de los alumnos que cursen el polimodal, es decir los últimos tres años de la antigua escuela secundaria.

Al respecto, deseamos recordar que el alcance de la Asignación de Ayuda Escolar contemplado originalmente en la Ley Provincial Nº 9290 y modificatorias, fue ampliado al octavo y noveno año de la EGB por el Decreto Nº 170 / 99, pero, al estar fundamentado en la obligatoriedad, no alcanzó a los alumnos del Polimodal.
Cabe consignar que la Ley nacional 24.714 de Asignaciones establece la Asignación de Ayuda Escolar anual no sólo para la escolaridad inicial y general básica, como actualmente está contemplada en nuestra provincia, sino también para la educación polimodal.

Resulta evidente que, más allá del debate que nos debemos sobre la implementación de la Ley Federal de Educación, una Provincia con recursos como la nuestra, debe discutir a la brevedad la extensión de la obligatoriedad de la enseñanza hasta abarcar el Polimodal o su equivalente en años de escolaridad, poniéndonos a la par con la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Pero mientras tanto, no podemos seguir discriminando a los hijos de los empleados públicos de nuestra provincia respecto a los que se encuentran amparados por la normativa nacional. Menos todavía en un contexto en el que miles de jóvenes abandonan la escuela, agobiados por la crisis económica de sus familias, y no encuentran una salida laboral, lo que constituye un fenómeno cada vez más preocupante para el conjunto de la sociedad.

En este sentido, se trata de brindar esta Ayuda Escolar a la franja de trabajadores cuyos salarios se encuentran más atrasados y que no tienen ingresos familiares que les permitan costear caras escuelas privadas para sus hijos, estableciendo un criterio de estricta justicia, hasta que las condiciones económicas permitan mayores erogaciones para sostener la educación. 

